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Introducción 

 En el sistema jurídico mexicano, la Constitución es la máxima norma jurídica. Esta afirmación 

implica asumir que es vinculante por sí misma y que las normas inferiores que no respeten su contenido 

son inválidas. En este sentido, los derechos fundamentales han dejado de ser principios programáticos 

que únicamente podían hacerse efectivos cuando el legislador los materializaba en normas jurídicas para 

convertirse en normas con eficacia directa. Sin embargo, algunas normas que contienen derechos 

fundamentales están redactadas de manera abstracta e indeterminada. 

A partir de la incorporación de tratados internacionales, la expedición de leyes generales para la 

protección de grupos en situaciones de vulnerabilidad o de la novedosa actividad judicial en la materia, 

el derecho de los adultos mayores comúnmente conocidos como de la tercera edad. Los cambios en esta 

área del derecho hablan de una nueva relación entre el derecho constitucional y el derecho de los 

adultos mayores y parten de recomendaciones y acuerdos sobre los derechos de las personas de la  

tercera  edad  los cuales están basados en las  premisas fundamentales establecidas por documentos 

como la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Además de los derechos universales contenidos en esos ordenamientos, las personas mayores 

de 60 años gozan de la protección establecida en la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el 4 Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; la Recomendación 162 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los 

trabajadores de edad; el Protocolo de San Salvador; la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia 

contra la Mujer, y la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

Así mismo, el 15 de junio de 2015 la Organización de los Estados Americanos (OEA) aprobó el 

texto de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 

Mayores, la cual México aún no ratifica.  
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Dentro de los derechos de la población vulnerable nos podemos preguntar 

¿Qué establece el Protocolo de San Salvador respecto a las personas mayores? 

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, también conocido como Protocolo de San Salvador, señala 

en su artículo 17 lo siguiente: 

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. 

Este derecho social es fundamental, debido a su impacto sobre la igualdad y el bienestar de 

diversas capas de la población. Dicho de manera muy breve, cuando alguna persona de la tercera edad 

sufre alguna contingencia poco favorable como lo es que el estado ejerza sus facultades de 

comprobación a través de los diferentes procedimientos administrativos con que cuentan en su ley o en 

los reglamentos, a los adultos mayores sujetos a cualquier procedimiento administrativo se les generan 

un entorno familiar desfavorable y ponen en riesgo su estabilidad emocional al tener que dedicar buena 

parte de sus recursos para hacer frente a la eventualidad. Es decir, es muy posible que el enfrentar una 

situación como la afectación a su patrimonio familiar en su entorno deje a las personas que la integran 

en peores condiciones, sobre todo si tienen que asumir ese evento desde una posición, de inicio, 

precaria. 

La fundamentalidad de estos derechos como lo hemos mencionado está reconocida como un 

derecho humano en diversos instrumentos internacionales y en la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos. Precisamente, el artículo 4 cuarto de la Carta Magna reconoce expresamente el 

derecho de los adultos mayores, ya que tutela La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta 

protegerá la organización y el desarrollo de la familia. 

…Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los 

instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.  

Derivado de los derechos humanos antes mencionados nace la Ley de los Derechos de las 

Personas Adultas Mayores, donde se tutelan varios derechos que las autoridades fiscalizadoras en 

materia de seguridad social los cuales hoy no se han respectado. 

¿Qué dispone la Ley de los Derechos de las Personas Mayores? 

La Ley reconoce como derechos humanos de las personas de 60 años o más, no limitados en 

número, los siguientes: 

➢ A la integridad, dignidad y de preferencia. Implican el derecho a recibir protección del 

Estado, las familias y la sociedad para tener acceso a una vida de calidad, así como al 

disfrute pleno de sus derechos. Contempla también el derecho a una vida libre de 

violencia. 



 
 

 

 

 

5  

➢ A la certeza jurídica. Recibir un trato digno y apropiado por las autoridades en 

cualquier proceso jurisdiccional en el que se vean involucrados; su derecho a recibir 

atención preferente para la protección de su patrimonio y a recibir asesoría jurídica 

gratuita. 

➢ A la salud, la alimentación y la familia. Las personas mayores tienen derecho a recibir los 

satisfactores necesarios para su atención integral, incluyendo su acceso preferente a 

los servicios médicos y a recibir capacitación y orientación respecto a su salud, 

nutrición, higiene y todos aquellos aspectos que favorezcan su cuidado personal. 

➢ A la educación. Las personas mayores tienen el derecho preferente de recibirla. El Estado 

incluirá en los programas de estudio información actualizada sobre el tema de 

envejecimiento para su difusión. 

➢ Al trabajo. Las personas mayores tienen derecho de acceso al trabajo o de otras opciones 

que les permitan un ingreso propio. • A la asistencia social. En caso de desempleo, 

discapacidad o pérdida de los medios de subsistencia, las personas mayores serán 

sujetos de asistencia social, y beneficiarios de programas para contar con vivienda, o 

bien, en caso de encontrarse en situación de desamparo, recibir atención integral por 

parte de casas hogar y albergues. 

➢ A la participación. Implica la posibilidad de intervenir en la formulación de propuestas y 

toma de decisiones que afecten directamente su bienestar, barrio, calle, colonia, 

delegación o municipio. Asimismo, tendrán la libertad de asociarse, participar en 

procesos productivos, actividades culturales y deportivas, y formar parte de los 

órganos de representación y consulta ciudadana. 

➢ De la denuncia popular. Cualquier persona, grupo social, organizaciones no 

gubernamentales, asociaciones o sociedades podrán denunciar ante las autoridades 

competentes cualquier transgresión a los derechos humanos de las personas mayores. 

• De acceso a los servicios. Mujeres y hombres de 60 años o más tendrán derecho a 

recibir atención preferente en establecimientos públicos y privados que ofrezcan 

servicios al público, los cuales deberán contar con infraestructura que facilite su 

acceso. Lo anterior aplica también para los transportes públicos, los cuales deberán 

destinar asientos especiales para su uso exclusivo.  

 

¿Cuáles son los principios de la Ley de los Derechos de las personas mayores? 

Para el cumplimiento efectivo de este ordenamiento, deberán observarse los siguientes 5 

principios rectores:  

1. Autonomía y autorregulación. Todas las acciones que se realicen en beneficio de personas 

mayores deben orientarse a fortalecer su independencia, capacidad de decisión, desarrollo personal y 

comunitario. 
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2. Participación. La inserción de las personas mayores en todos los órdenes de la vida pública. En 

los ámbitos de su interés serán consultados y tomados en cuenta; asimismo, se promoverá su presencia 

e intervención. 

3. Equidad. Es el trato justo y proporcional en las condiciones de acceso y disfrute de los 

satisfactores necesarios para el bienestar de las personas mayores, sin distinción por género, situación 

económica, identidad étnica, fenotipo, credo, religión o cualquier otra circunstancia. 

4. Corresponsabilidad. La concurrencia y responsabilidad compartida de los sectores público y 

social, en especial de las comunidades y familias, para la consecución del objeto de esa ley. 

5. Atención preferente. Obliga a las instituciones federales, estatales y municipales de gobierno, 

así como a los sectores social y privado a implementar programas acordes a las diferentes etapas, 

características y circunstancias de las personas mayores. 

Derivado del nacimiento de la Ley de los Derechos de las Personas Mayores, analizaremos los 

derechos humanos en materia de certeza y legalidad jurídica que se deben de seguir en todos los 

procesos administrativos que se instauran con la población vulnerable. 

“Artículo 1o. La presente Ley es de orden público, de interés social y de observancia general en 

los Estados Unidos Mexicanos. Tiene por objeto garantizar el ejercicio de los derechos de las personas 

adultas mayores, así como establecer las bases y disposiciones para su cumplimiento, mediante la 

regulación de”…. 

“Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley tiene por objeto garantizar a las 

personas adultas mayores los siguientes derechos:” 

 II. De la certeza jurídica: 

a. A recibir un trato digno y apropiado en cualquier procedimiento judicial que los 

involucre, ya sea en calidad de agraviados, indiciados o sentenciados. 

b. A recibir el apoyo de las instituciones federales, estatales y municipales en el ejercicio 

y respeto de sus derechos. 

c. A recibir asesoría jurídica en forma gratuita en los procedimientos administrativos o 

judiciales en que sea parte y contar con un representante legal cuando lo considere necesario. 

d. En los procedimientos que señala el párrafo anterior, se deberá tener atención 

preferente en la protección de su patrimonio personal y familiar y cuando sea el caso, testar sin 

presiones ni violencia.” 

… 
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Ahora bien, nos preguntaremos que significa la certeza jurídica o como las autoridades en sus 

diferentes ámbitos deben de tutelar este derecho humano en los adultos mayores, lo es el de Recibir 

un trato digno y apropiado por las autoridades en cualquier proceso jurisdiccional en el que se vean 

involucrados; su derecho a recibir atención preferente para la protección de su patrimonio y a recibir 

asesoría jurídica gratuita. 

 

Problema jurídico planteado 

Cuando los adultos mayores se ven involucrados en diferentes procedimientos administrativos en 

cualquiera de sus etapas, las autoridades (IMSS, INFONAVIT, CONAGUA, SAT, PROFECO, STPS) en sus 

ámbitos de competencias tiene la obligación de tutelar los derechos humanos consagrados en la 

constitución y en especial en Ley de los Derechos de las Personas Mayores, sin embargo en la imagen 

que se inserta vemos que las autoridades son omisas en respectar dichos derechos humanos. 
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Como se podrá observar la autoridad no cumplió con lo previsto por la Ley  de los Derechos  de  

las  Personas  Adultas  Mayores, en su artículo 5º, que  señala que las personas adultas mayores gozan de 

la garantía de certeza  jurídica y deben contar con asesoría jurídica gratuita en los procedimientos  

administrativos que se les sigan y contar con un representante si así lo desean, por tratarse, de una 

persona que encuadra en la categoría de adulta mayor (artículo 3, fracción I, de la Ley de los Derechos de 

las Personas Adultas Mayores). 

 Derivado de las violaciones que realizan las autoridades fiscalizadora los tribunales deberán de 

tutelar los derechos humanos de los adultos mayores de conformidad a lo dispuesto por el artículo 1º, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y como autoridad encargada  de  promover,  

respetar,  proteger y garantizar los derechos humanos de las personas adultas mayores. 

Tesis No.  1a.  XVIII/2012, de la Primera Sala  de  la Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación];  10a.  

Época; S.J.F.  y su Gaceta; Libro IX,  Junio de 2012, Tomo 1; Pág. 257, de rubro y texto: 

DERECHOS HUMANOS.  OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DE LAS AUTORIDADES  DE  LA  MATERIA.  

Mediante  decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, vigente  a  partir  

del  día  siguiente  de  su  publicación,  se  reformó y adicionó el artículo 1o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, para establecer diversas obligaciones a  las autoridades, entre ellas, que 

las normas relativas a derechos humanos se interpretarán conforme a la Constitución y a los tratados 

internacionales  en  la  materia,  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las personas  la  protección  más  

amplia,  es  decir,  que  los  derechos humanos son los reconocidos por la Ley Fundamental y los tratados 

internacionales  suscritos  por  México,  y  que  la  interpretación  de aquélla y de las disposiciones de 

derechos humanos contenidas en instrumentos internacionales y en las leyes, siempre debe ser en las 

mejores condiciones para las personas. Asimismo, del párrafo tercero de dicho precepto destaca que 

todas las autoridades, en el ámbito de  sus  competencias,  deben  promover,  respetar,  proteger  y 

garantizar los derechos humanos, conforme a los principios de universalidad,  interdependencia,  

indivisibilidad  y  progresividad, y  que,  en  consecuencia,  el  Estado  debe  prevenir,  investigar, 

sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en los  términos  que  establezca  la  ley,  lo  

cual  conlleva  a  que  las autoridades  actúen  atendiendo  a  todas  las  personas  por  igual, con  una  

visión  interdependiente,  ya  que  el  ejercicio  de  un derecho  humano  implica  necesariamente  que  se  

respeten  y protejan  múltiples  derechos  vinculados,  los  cuales  no  podrán dividirse, y todo habrá de 

ser de manera progresiva, prohibiendo cualquier retroceso en los medios establecidos para el ejercicio, 

tutela, reparación y efectividad de aquéllos.  

Tesis VII-P-SS-200, Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal  y  Administrativa  

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. septiembre 2014. p. 105, de rubro y texto:  

DERECHOS HUMANOS.  EL  TRIBUNAL  FEDERAL  DE  JUSTICIA FISCAL  Y  ADMINISTRATIVA,  SE  

ENCUENTRA  OBLIGADO  A PROTEGERLOS  APLICANDO  EL  PRINCIPIO  PRO  PERSONA.-  En estricta 

observancia a lo establecido en los párrafos segundo y tercero del artículo  1º,  así  como  lo  previsto  en  

el  numeral  133,  ambos  de  la Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  todas  las 
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personas  gozarán  de  los  derechos  humanos  reconocidos  en  nuestra Carta Magna, así como los 

reconocidos en los tratados internacionales de los  que  el  Estado  Mexicano  sea  parte,  debiendo  

interpretar  las  normas relativas  a  ellos  favoreciendo  en  todo  tiempo  a  las  personas  con  la 

protección más amplia, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,  dentro  del  

ámbito  de  su  competencia  se  encuentra obligado  a  cumplirlas  y  aplicarlas  ejerciendo  un  control  

de convencionalidad, respetando el principio "pro persona", esto es, ante una violación  a  los  derechos  

humanos  de  una  persona  que  se  encuentre dentro del territorio nacional, siempre se debe aplicar la 

norma de mayor beneficio.  

Tesis No. VII-CASR- 

1NE-4, sostenido por esta Sala R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV.  

No. 40. Noviembre 2014. p. 672  

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS.  SE  DEBE  APLICAR, CUMPLIR  Y  RESPETAR  LA  LEY  DE  LOS  

DERECHOS  DE  LAS PERSONAS  ADULTAS MAYORES.- Las disposiciones de la Ley de los Derechos  de  las  

Personas  Adultas  Mayores,  son  de  orden  público,  de interés social y de observancia general en los 

Estados Unidos Mexicanos, y tienen por objeto garantizar el ejercicio de los derechos de las personas 

adultas mayores, es decir, aquellas que cuenten con sesenta años o más de  edad  y  que  se  encuentren  

domiciliadas  o  en  tránsito  en  el  territorio nacional.  En su artículo  5º,  fracción  II,  inciso  c),  de  la  

citada  ley,  se consagra  el  derecho  a  certeza  jurídica,  prescribiendo  que  en  los procedimientos  

administrativos  en  que  forme  parte  alguna  persona adulta  mayor,  gozará  del  derecho  a  recibir  

asesoría  jurídica  gratuita  y contar  con  un  representante  legal  cuando  lo  considere  necesario.  Esta 

consideración especial hacia  los  derechos  de  las  personas  adultas mayores  ha  sido  garantizada  no  

solo  en  las  legislaciones  locales  y federales del país, sino además, en diversas recomendaciones y 

tratados celebrados ante organismos internacionales. Por tanto, si la parte actora tiene la condición de 

persona adulta mayor, por así acreditarlo en juicio, es obligación  de  este  Tribunal  velar  por  los  

derechos  humanos  de  las personas que se encuentren en esta condición social, tomando como base las  

disposiciones  de  la  Ley  de  los  Derechos  de  las  Personas  Adultas Mayores,  en  relación  con  el 

principio  pro  personae,  así  como  el artículo 1o.,  párrafo  segundo,  de  la  Constitución  del  país;  por  

lo  que  en consecuencia,  procede  declarar  la  nulidad  lisa  y  llana  de  la  resolución impugnada,  

cuando  se  encuentra  apoyada  en  una  orden  de  visita domiciliaria,  que  se  notificó  a  la  

demandante,  omitiendo  informarle que  tenía  derecho  a  gozar,  durante  el  procedimiento  

administrativo de  visita  domiciliaria,  de  los  derechos  que  consagra  el  artículo  5º, fracción  II,  inciso  

c),  de  la  Ley  de  los  Derechos  de  las  Personas Adultas Mayores.  
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CONCLUSIONES 

Los derechos humanos de las personas que se encuentren en esta condición social, tomando 

como base las disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores son prerrogativas 

que se deben tutelar por todas las autoridades fiscalizadoras como ejemplo Instituto Mexicano del 

Seguro Social (IMSS), El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT). El 

derecho a la certeza jurídica es un derecho fundamental de los adultos mayores consagrado en la carta 

magna y en diferentes instrumentos internacionales, así como en su ley especial. 

Las diferentes leyes en materia de seguridad social no contemplan estos derechos de los adultos 

mayores por lo cual consideramos que tiene varias fallas legislativas en lo concerniente a este sector 

vulnerable. 

Por tanto, obstaculizar el derecho fundamental de los adultos mayores, constituye una discriminación 

injustificada y proscrita por el artículo 4o. constitucional. 

 

 


